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Advertencia de ilegalidad 562-07  

Una empresa minera promovió advertencia de ilegalidad en contra de diversos artículos de un 

Decreto Ejecutivo por el que se reglamenta el Proceso de Evaluación de Impacto Ambiental, ya que 

consideró que se violentaban diversas cláusulas del contrato de concesión celebrado entre el Estado y 

dicha empresa.  

En 1997, se le otorgó a la empresa minera la concesión de los derechos sobre yacimientos mineros de 

oro, cobre y otros minerales ubicados en el Cerro Petaquilla, con fines de explorar, explotar, 

beneficiar, procesar, refinar, transportar, vender y comercializar los minerales. Pero, a partir de la 

expedición del Decreto Ejecutivo en 2006, la Autoridad Nacional del Ambiente realizó inspecciones en 

el área del proyecto y documentó incumplimiento de la normativa sobre el Proceso de Evaluación 

del Impacto Ambiental, lo que derivó en un proceso sancionatorio en contra de la empresa.  

La Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, al conocer del asunto, 

estimó necesario examinar los cargos de ilegalidad que expuso el advirtiente. Primeramente, 

argumentó que su Contrato Ley ocupa una posición jerárquica superior a las normas del Decreto 

Ejecutivo por el hecho de haber sido aprobado por la Asamblea Nacional y, por lo tanto, las cláusulas 

de su contrato forman parte de una Ley.  

La Sala precisó que el contrato administrativo no tiene jerarquía de ley y estableció las siguientes 

distinciones:  

a) El contrato vincula a las partes, mientras que la ley tiene efectos generales.  

b) El contrato no tiene el carácter de ley formal, ya que la voluntad del Órgano Legislativo no intervino 

en su formación, por lo que la autorización del contrato de concesión por parte de la Asamblea 

Legislativa no lo reviste de jerarquía de ley.  

c) En relación a su naturaleza contractual y, de acuerdo a la Ley que regula la contratación pública, es 

necesario el refrendo por la Contraloría General de la República, por lo que si tuviera jerarquía de ley 

no sería necesaria la intervención de la Contraloría.  

Como segundo aspecto, la empresa argumentó que el Decreto desatiende el contenido de lo pactado 

en la cláusula de régimen especial del contrato, que lo protege ante cambios normativos eventuales, 

toda vez que las normas relativas a exigencias de protección ambiental fueron expedidas con 

posterioridad a su celebración.  
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Ante ello, la Sala estimó que esta protección establecida no es absoluta en razón de que existe una 

excepción que consiste en que la nueva legislación contenga elementos de utilidad pública o interés 

social. Tratándose de normas de protección ambiental es claro que se protege el interés de una 

comunidad indeterminada, por lo que esta particularidad hace que se clasifique dentro de lo que la 

doctrina llama interés social.  

Del mismo modo, si los inversionistas pretenden que se les dé seguridad jurídica a través del 

mantenimiento del marco legal aplicable a la relación contractual, ésta no puede desconocer los 

derechos de la comunidad en general, es decir, el interés superior a un ambiente sano debe 

prevalecer frente al interés individual de la empresa por ser un interés social.  

En consecuencia y con fundamento en leyes nacionales, así como doctrina de autores como Harley 

James Mitchell, R. Pound, Gilberto Armijo, Enrique Alonso García, Blanca Lozano Cutanda y Gregorio 

Peces Barba Martinez, se declaró la legalidad de los artículos del Decreto Ejecutivo expedido en 2006. 


